
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 39/2021 
ACTOR: MUNICIPIO DE HUAUCHINANGO, 
ESTADO DE PUEBLA 
SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 

En la Ciudad de México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno, se da cuenta a la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, instructora en el presente asunto, con el 
expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por María 
de los Ángeles Domínguez Amador, quien se ostenta como Síndica suplente del 
Municipio de Huauchinango, estado de Puebla y turnada conforme el auto de 
radicación de catorce de abril del presente año. Conste. 
 

Ciudad de México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno. 
 Conforme a los considerandos Tercero1 y Cuarto2 y los puntos Primero3, 
Segundo4 y Quinto5 del Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio de dos mil 
veinte, en relación con el Considerando Cuarto6 y el Punto Único7 del Instrumento 
Normativo aprobado el veintiséis de abril de dos mil veintiuno, ambos del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se acuerda: 
 Visto el escrito de demanda y los anexos, suscritos por quien se ostenta como 
Síndica suplente del Municipio de Huauchinango, estado de Puebla, se advierte 
que promueve controversia constitucional en contra del Poder Legislativo de la 
referida entidad federativa, del que impugna lo siguiente: 

“IV. NORMA GENERAL O ACTOS CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA 
La invalidez reclamada es la omisión del Poder Legislativo del Estado de 
Puebla de dar trámite correspondiente al procedimiento de declaración de 
procedencia que el municipio que represento promovió en contra de la 
Diputada Liliana Luna Aguirre.”. 

 
1Acuerdo General 14/2020, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Considerando Tercero. Como puede apreciarse, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha realizado diversas 
acciones que han permitido, por una parte, proteger los derechos a la salud y a la vida tanto de las personas justiciables 
como de los servidores públicos del Alto Tribunal y, por la otra, dar eficacia al derecho de acceso a la justicia reconocido 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; (…). 
2Considerando Cuarto. Sin embargo, la continuada prolongación del período de emergencia sanitaria hace necesario 
el restablecimiento de la actividad jurisdiccional, mediante la reactivación de los plazos procesales y de la tramitación en 
físico de todo tipo de solicitudes, demandas, incidentes, recursos y demás promociones ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
Es un hecho que la pandemia subsiste como un peligro para la salud, de modo que la reactivación no se realiza en un 
contexto de “normalidad”, lo que implica la implementación de modalidades que permitan enfrentar la emergencia 
sanitaria, insistiendo en la utilización de tecnologías de la información y de las comunicaciones. 
En consecuencia, con fundamento en los preceptos constitucionales y legales mencionados, el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación expide el siguiente: (…). 
3Punto Primero. El presente Acuerdo General tiene por objeto establecer los términos en los que se desarrollarán las 
actividades jurisdiccionales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del tres al treinta y uno de agosto de dos mil 
veinte. 
4Punto Segundo. A partir del tres de agosto de dos mil veinte, se levanta la suspensión de plazos en los asuntos de la 
competencia de este Alto Tribunal, sin menoscabo de aquéllos que hayan iniciado o reanudado en términos de lo previsto 
en los puntos Tercero de los Acuerdos Generales 10/2020 y 12/2020, así como Cuarto del diverso 13/2020. Lo anterior 
implica la reanudación de los plazos en el punto en que quedaron pausados y no su reinicio. 
5Punto Quinto. Los proveídos que corresponda emitir al Ministro Presidente y a las y los Ministros instructores, así como 
los engroses y votos se firmarán, electrónicamente. La versión impresa de esas determinaciones, en la que consten las 
respectivas evidencias criptográficas, se agregará sin necesidad de certificación alguna.  
6Considerando Cuarto. En virtud de que prevalecen condiciones de emergencia sanitaria similares a las que dieron 
lugar a la emisión del referido Acuerdo General Plenario 14/2020, así como a las prórrogas señaladas en el 
Considerando Tercero que antecede, se estima que deben continuar vigentes las diversas medidas establecidas en sus 
puntos del Tercero al Noveno, que permiten tanto proteger los derechos a la salud y a la vida de las personas justiciables 
y de los servidores públicos de esta Suprema Corte, como dar eficacia al derecho de acceso a la justicia reconocido en 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
7Punto Único. Se prorroga del uno al treinta y uno de mayo de dos mil veintiuno, la vigencia de lo establecido en los 
puntos del Tercero al Noveno del Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio de dos mil veinte. 
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Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 11, párrafo primero8, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se tiene por presentada a la promovente con la 
personalidad que ostenta9, en representación legal del Municipio de Huauchinango, 
estado de Puebla. 

Por otra parte, con apoyo en los artículos 11, párrafo segundo10, de la ley 
reglamentaria, se tiene al municipio actor designando delegados. No ha lugar a 
tener por señalado el domicilio que indica en el estado de Puebla, en virtud de que 
las partes están obligadas a designar domicilio para oír y recibir notificaciones en 
la sede de este alto tribunal. 

Asimismo, se tiene por realizada la manifestación expresa de la promovente 
para que se autorice la consulta al expediente electrónico a su delegado en el 
presente asunto, así como que se permitan las notificaciones electrónicas. Ya que 
dicha persona cuenta con firma electrónica (FIEL) vigente, según consulta realizada 
en el Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación (SEPJF), al tenor de 
la constancia que se anexa a este auto, con apoyo en lo previsto en el artículo 1211 
del Acuerdo General Número 8/2020 (AGN 8/202012), de veintiuno de mayo de dos 
mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se 
regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en controversias 
constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema 

 
8Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de 
los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se 
presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo 
prueba en contrario. (…). 
9 De conformidad con las documentales que al efecto exhibe y en términos del artículo 100, fracciones I, II y III, de la 
Ley Orgánica Municipal de Puebla, que establece: 
Artículo 100. Son deberes y atribuciones del Síndico: 
I. Representar al Ayuntamiento ante toda clase de autoridades, para lo cual tendrá las facultades de un mandatario 
judicial; 
II. Ejercer las acciones y oponer las excepciones de que sea titular el Municipio; otorgar poderes, comparecer a las 
diligencias, interponer recursos, ofrecer pruebas, articular posiciones, formular alegatos, en su caso rendir informes, 
actuar en materia civil, administrativa, mercantil, penal, laboral, de amparo y de juicios de lesividad y demás inherentes 
a las que tiene como mandatario judicial por sí o por conducto de los apoderados designados por él; 
III. Seguir en todos sus trámites los juicios en que esté interesado el Municipio por sí o por conducto de los apoderados 
designados por él; […] 
10Artículo 11. (…). 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo 
anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las 
audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. 
(...). 
11 ACUERDO GENERAL NÚMERO 8/2020, DE VEINTIUNO DE MAYO DE DOS MIL VEINTE, DEL PLENO DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, POR EL QUE SE REGULA LA INTEGRACIÓN DE LOS 
EXPEDIENTES IMPRESO Y ELECTRÓNICO EN CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y EN ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD, ASÍ COMO EL USO DEL SISTEMA ELECTRÓNICO DE ESTE ALTO TRIBUNAL PARA 
LA PROMOCIÓN, TRÁMITE, CONSULTA, RESOLUCIÓN Y NOTIFICACIONES POR VÍA ELECTRÓNICA EN LOS 
EXPEDIENTES RESPECTIVOS. […] 
Artículo 12. Las partes, por conducto de los servidores públicos que en términos de las normas que los rigen estén 
facultados para representarlos de conformidad con el artículo 11 de la Ley Reglamentaria, podrán solicitar para sí o 
para un tercero, ya sea por vía electrónica o impresa, acceso para consultar el Expediente electrónico respectivo, 
para lo cual deberán proporcionar su Clave Única de Registro de Población, así como la del tercero para el cual se 
solicita la autorización correspondiente. 
Con base en la referida petición se verificará si el autorizante cuenta con la capacidad procesal necesaria. De 
ser así, se verificará en el Sistema Electrónico de la SCJN si la o las diversas personas -incluyendo al 
autorizante cuando solicita acceso al Expediente electrónico-, respecto de las cuales se solicita la autorización para 
ingresar al Expediente electrónico cuentan con la FIREL o con los certificados digitales referidos en el artículo 5 de 
este Acuerdo General, ante lo cual se acordará favorablemente la autorización solicitada únicamente respecto de las 
personas que cuenten con alguna de esas firmas; en la inteligencia de que el acceso respectivo estará condicionado 
a que la firma en relación con la cual se otorgue la autorización respectiva, se encuentre vigente al momento de 
pretender ingresar al expediente de que se trate. 
La autorización para consultar el Expediente electrónico conlleva la de oír y recibir notificaciones por vía electrónica, 
siempre y cuando se hubiere solicitado expresamente recibir notificaciones electrónicas en términos del artículo 
17 del presente Acuerdo General. 
12 Consultable en la página de internet de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente dirección: 
https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/acuerdos-generales-plenarios 
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electrónico de este alto tribunal para la promoción, trámite, 
consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos, se acuerda favorablemente la 
autorización indicada, en el entendido de que podrá acceder al 
mismo una vez que el presente acuerdo se integre al expediente 
en que se actúa, en la inteligencia de que, conforme a la última 
parte del párrafo segundo del citado artículo 12, el acceso en 

cuestión estará condicionado a que la firma en relación con la cual se otorgue la 
autorización, se encuentre vigente al momento de pretender ingresar al expediente 
de que se trate. Asimismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 1713 del 
citado AGN 8/2010, se autoriza la recepción de notificaciones electrónicas al 
Municipio de Huauchinango, estado de Puebla, la cual surtirá sus efectos con 
motivo de la notificación de este acuerdo, en el supuesto de que en caso de 
presentarse siguientes determinaciones jurisdiccionales se notificarán a la parte 
interesada electrónicamente, mientras no se revoque la autorización. 

Ahora bien, de la revisión integral de la demanda y sus anexos, procede 
desechar la controversia constitucional que hace valer el municipio actor, 
atento a las consideraciones que se desarrollan a continuación. 

Conforme a lo establecido en el artículo 2514 de la ley reglamentaria, la Ministra 
instructora está facultada para desechar de plano un medio de control de 
constitucionalidad, como el que ahora se analiza, si advierte que se actualiza un 
motivo manifiesto e indudable de improcedencia, lo que se corrobora en la 
jurisprudencia de rubro y texto siguientes: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN 
‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL 
EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Ministro instructor podrá desechar de plano la demanda de controversia 
constitucional si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia. En 
este contexto, por "manifiesto" debe entenderse lo que se advierte en forma 
patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los escritos 
aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los documentos que se anexen a 
tales promociones; mientras que lo "indudable" resulta de que se tenga la certeza 
y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate 
efectivamente se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando se 
admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, no sería factible obtener 
una convicción diversa.”15. 

En relación con lo anterior, de la simple lectura de la demanda y sus anexos, 
es posible advertir que, en la especie, se actualiza la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 19, fracción VIII16, de la ley reglamentaria, en relación con el 

 
13 Artículo 17. Las partes podrán en todo momento, por vía impresa o electrónica, manifestar expresamente la solicitud 
para recibir notificaciones electrónicas. El proveído que acuerde favorablemente dicha solicitud se notificará por 
lista o por oficio según corresponda legalmente; en la inteligencia de que las siguientes determinaciones 
jurisdiccionales se notificarán a la parte respectiva por vía electrónica en tanto no revoque la referida solicitud. 
La referida solicitud únicamente podrá realizarse por las partes o por sus representantes legales, en términos de lo 
previsto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria.  
14 Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia, la desechará de plano. 
15Tesis P./J. 128/2001, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XIV correspondiente al mes de octubre de dos mil uno, página ochocientas tres, con número de registro 188643. 
16Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (...). 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. (...). 
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artículo 105, fracción I, inciso i)17, de la Constitución federal, debido a que el 
Municipio actor carece de interés legítimo para intentar este medio de control 
constitucional. 

Al respecto, resulta pertinente precisar, por principio de cuentas, que la 
improcedencia de una controversia constitucional puede derivar de alguna 
disposición de la ley reglamentaria, lo cual permite considerar no sólo los supuestos 
que de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que puedan derivar 
del conjunto de normas que la integran y de las bases constitucionales que la rigen, 
siendo aplicable a este respecto la tesis de rubro siguiente: “CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 19, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA 
MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA 
PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.”18. 

Por su parte, debe tenerse presente que la controversia constitucional tiene 
como objeto principal de tutela el ámbito de atribuciones que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos confiere a los órganos originarios del 
Estado para resguardar el sistema federal y, por tanto, para que las entidades, 
poderes u órganos a que se refiere el artículo 105, fracción I19, de la citada Norma 
Fundamental tengan interés legítimo para acudir a esta vía constitucional, es 
necesario que, con la emisión del acto o norma general impugnados, se 
cause, cuando menos, un principio de agravio. 

En ese sentido, se pronunció la Primera Sala de esta Suprema Corte de 

 
17Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, 
de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con 
excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (…). 
i). Un Estado y uno de sus Municipios; (…). 
18Tesis P./J. 32/2008, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXVII correspondiente al mes de junio de dos mil ocho, página novecientas cincuenta y cinco, con número de registro 
169528. 
19Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, 
de los asuntos siguientes: 
I.- De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, 
con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 
a).- La Federación y una entidad federativa; 
b).- La Federación y un municipio; 
c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión 
Permanente; 
d).- Una entidad federativa y otra; 
e).- (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
f).- (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
g).- Dos municipios de diversos Estados; 
h).- Dos Poderes de una misma entidad federativa; 
i).- Un Estado y uno de sus Municipios; 
j).- Una Entidad Federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad de México; 
k).- Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad federativa, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo o el 
Poder Legislativo de esa entidad federativa, y 
l).- Dos órganos constitucionales autónomos federales, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el 
Congreso de la Unión. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades federativas, de los Municipios o 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a que se 
refieren los incisos c), h), k) y l) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las declare 
inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos 
ocho votos. 
En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes 
en la controversia. 
En las controversias previstas en esta fracción únicamente podrán hacerse valer violaciones a esta Constitución, así 
como a los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 
(…). 
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Justicia de la Nación, al resolver la controversia constitucional 
4/2016; en tanto la Segunda Sala de este alto tribunal resolvió en 
el mismo sentido el recurso de reclamación 39/2016-CA. 

De este modo, el hecho de que la Constitución federal 
reconozca en su artículo 105, fracción I, la posibilidad de iniciar 
una controversia constitucional cuando alguna de las entidades, 
poderes u órganos originarios del Estado estimen que se ha 

vulnerado su esfera de atribuciones, es insuficiente para que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación realice un análisis de constitucionalidad de las normas o actos 
impugnados desvinculado del ámbito competencial del actor. 

Por tanto, si un ente legitimado promueve este medio de control constitucional 
contra una norma o acto que sea ajeno a su esfera de atribuciones reconocida en 
la Constitución, con la única finalidad de preservar la regularidad en el ejercicio de 
las atribuciones constitucionales conferidas a otros órganos del Estado, carecerá 
de interés legítimo para intentarlo, pues no existirá un principio de agravio, 
forzosamente vinculado con aquél. 

Así, si bien es cierto que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación puede 
revisar la constitucionalidad de actos y normas emitidos por autoridades del Estado 
a través de este medio de control constitucional, para hacerlo, está siempre 
supeditada a la existencia de un principio de agravio en perjuicio de la esfera 
competencial del actor, pues, de no ser así, se desnaturalizaría la función de este 
medio impugnativo, permitiéndose la revisión de un acto que de ningún modo 
afectará la esfera de atribuciones del promovente, tutelada en la Constitución 
federal. 
 Como se aprecia del planteamiento del municipio actor, éste se inconforma 
con la omisión del Poder Legislativo del estado de Puebla de dar trámite y 
continuidad al procedimiento de declaración de procedencia que promovió en 
contra de la Diputada Liliana Luna Aguirre, lo cual, a su juicio, vulnera los artículos 
14, 16 y 17 de la Constitución federal. Además, sostiene que la inactividad procesal 
del Congreso priva al municipio actor de acceder a la justicia efectiva mediante el 
mecanismo político – jurisdiccional de declaración de procedencia previsto en la 
legislación del estado de Puebla. Sin embargo, como ya se señaló con anterioridad, 
para acreditar el interés legítimo es necesario plantear una afectación a la esfera 
competencial del actor, cuestión que en el presente caso no se surte. 

Aunado a lo anterior, debe precisarse que la materia de impugnación en las 
controversias constitucionales se constriñe a la posible invasión de la esfera 
competencial del actor, pues la tutela jurídica de la controversia constitucional es 
la protección a las atribuciones que la Constitución federal prevé para las 
entidades, poderes u órganos que señala su artículo 105, fracción I, para 
resguardar el sistema federal y para preservar la regularidad en el ejercicio de esas 
atribuciones constitucionales establecidas a favor de tales órganos, por lo que para 
que esa vía constitucional proceda, la norma o acto impugnado debe ser 
susceptible de causarle un perjuicio al ente promovente y, los conceptos de 
invalidez deben dirigirse a demostrar que el acto o norma impugnado, cuando 
menos, le afecta como entidad, poder u órgano. 

No es obstáculo para arribar a la conclusión anterior el hecho de que el actor 
señale que la falta de ejercicio oportuno u omisión del Poder Legislativo del estado 
de Puebla constituye por sí una violación a los artículos 14, 16, 17 y 115 fracción 
II, párrafo primero de la Constitución federal, toda vez que dichas disposiciones no 
hacen referencia al marco jurídico de facultades y atribuciones con las que cuenta 
el Municipio actor, que pudieran verse afectadas con la omisión impugnada. 

 
 
 
 
 



 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 39/2021 

 

6 

En este sentido, la omisión y los términos en los que el promovente hace valer 
su impugnación no generan un principio de agravio en relación con el ámbito 
competencial que la Norma Fundamental atribuye a la Federación y, por ende, no 
cuenta con interés para acudir a este alto tribunal a intentar este medio de control 
constitucional; sirve de apoyo, en lo conducente, la tesis P./J. 50/2004, de rubro: 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL SOBRESEIMIENTO POR FALTA DE 
INTERÉS LEGÍTIMO DEBE DECRETARSE SIN INVOLUCRAR EL ESTUDIO 
DEL FONDO, CUANDO ES EVIDENTE LA INVIABILIDAD DE LA ACCIÓN.”20. 

En consecuencia, la presente demanda debe desecharse de plano, al ser 
manifiesto e indudable que no existe un principio de agravio; lo que, en la especie, 
actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 19, fracción VIII, de 
la ley reglamentaria, en relación con la fracción I, inciso i), del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 Por las razones expuestas, se 
A C U E R D A 

PRIMERO. Se desecha de plano, por notoria y manifiesta improcedencia, la 
demanda presentada en vía de controversia constitucional por el Municipio de 
Huauchinango, estado de Puebla. 

SEGUNDO. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene a la Síndica promovente 
designando delegados. 

TERCERO. Una vez que cause estado este auto, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

 Dada la naturaleza e importancia del presente asunto, con fundamento en el 
artículo 28221 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se habilitan los días 
y horas que se requieran para llevar a cabo la notificación de este acuerdo. 

 Finalmente, con apoyo en el Punto Quinto del Acuerdo General 14/2020, de 
veintiocho de julio de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, intégrese al expediente, para que surta efectos legales, la impresión de 
la evidencia criptográfica de este acuerdo. 

 Notifíquese. Por lista, por oficio y por única ocasión al municipio actor en su 
residencia oficial, por conducto del Juzgado de Distrito en turno, de dicha entidad 
federativa. 

 
20 De texto: “La jurisprudencia número P./J. 92/99 del Tribunal Pleno, cuyo título es: ‘CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE 
FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.’, no es de aplicación irrestricta sino limitada a aquellos supuestos en que no sea 
posible disociar con toda claridad la improcedencia del juicio, de aquellas cuestiones que miran al fondo del asunto, 
circunstancia que no acontece cuando la inviabilidad de la acción resulta evidente, porque la norma impugnada no afecta 
en modo alguno el ámbito de atribuciones de la entidad actora, pues tal circunstancia revela de una forma clara e 
inobjetable la improcedencia de la vía, sin necesidad de relacionarla con el estudio de fondo del asunto; en esta hipótesis, 
no procede desestimar la improcedencia para vincularla al estudio de fondo sino sobreseer con fundamento en el artículo 
20, fracción II, en relación con los artículos 19, fracción VIII, ambos de la Ley Reglamentaria de la materia, y 105, fracción 
I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debiendo privilegiarse en tal supuesto la aplicación de 
las jurisprudencias números P./J. 83/2001 y P./J. 112/2001 de rubros: ‘CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA PROMOVERLA.’ y ‘CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. MEDIANTE ESTA ACCIÓN LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENE FACULTADES PARA DIRIMIR CUESTIONES QUE IMPLIQUEN 
VIOLACIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, AUNQUE NO SE ALEGUE LA INVASIÓN DE ESFERAS DE 
COMPETENCIA DE LA ENTIDAD O PODER QUE LA PROMUEVE.’, de las que se infiere que para la procedencia de 
la controversia constitucional se requiere que por lo menos exista un principio de agravio, que se traduce en el interés 
legítimo de las entidades, poderes u órganos a que se refiere el artículo 105, fracción I, para demandar la invalidez de 
la disposición general o acto de la autoridad demandada que vulnere su esfera de atribuciones”. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, Julio de 2004, Página 920. 
21 Artículo 282. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo exija, 
expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
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Por lo anterior, remítase la versión digitalizada del presente 
acuerdo a la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 
Distrito en el Estado de Puebla, con residencia en San Andrés 
Cholula, por conducto del MINTERSCJN, regulado en el Acuerdo 
General Plenario 12/2014, a fin de que lleve a cabo, con carácter de 
urgente, la diligencia de notificación por oficio al Municipio de 
Huauchinango, estado de Puebla en su residencia oficial, de lo 

ya indicado; lo anterior, en la inteligencia de que para los efectos de lo previsto en los 
artículos 29822 y 29923 del citado código federal, la copia digitalizada de este proveído, 
en la que conste la evidencia criptográfica de la firma electrónica del servidor público 
responsable de su remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del despacho 
425/2021, en términos del artículo 14, párrafo primero24, del citado Acuerdo General 
Plenario 12/2014, por lo que se requiere a dicho órgano jurisdiccional, a fin de que en 
auxilio de las labores de este alto tribunal, a la brevedad posible lo devuelva 
debidamente diligenciado por esa misma vía, acompañando la constancia de 
notificación y la razón actuarial correspondiente. 

 Lo proveyó y firma la Ministra instructora Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
actúa con la Maestra Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de la Sección de 
Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad 
de la Subsecretaría General de Acuerdos de este alto tribunal, que da fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Esta hoja forma parte del acuerdo cuatro de mayo de dos mil veintiuno, dictado por la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat, instructora en la controversia constitucional 39/2021, promovida 
por el Municipio de Huauchinango, estado de Puebla. Conste. 
CCR/NAC 4 

 
22 Artículo 298. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el 
juicio, deberán encomendarse al Juez de Distrito o de Primera Instancia para asuntos de mayor cuantía del lugar en que 
deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará, a su vez, al 
juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puede encomendar la práctica de toda clase de diligencias a cualquier autoridad judicial 
de la República, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la cumplimentación. 
23 Artículo 299. Los exhortos y despachos se expedirán el siguiente día al en que cause estado el acuerdo que los 
prevenga, a menos de determinación judicial en contrario, sin que, en ningún caso, el término fijado pueda exceder de 
diez días. 
24 Artículo 14. Los envíos de información realizados por conducto de este submódulo del MINTERSCJN deberán 
firmarse electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto en el artículo 12, inciso g), del AGC 
1/2013, si se trata de acuerdos, actas o razones emitidas o generadas con la participación de uno o más servidores 
públicos de la SCJN o del respectivo órgano jurisdiccional del PJF, si se ingresan en documento digitalizado cuyo original 
contenga las firmas de éstos, bastará que la FIREL que se utilice para su transmisión por el MINTERSCJN, sea la del 
servidor público responsable de remitir dicha información; en la inteligencia de que en la evidencia criptográfica 
respectiva, deberá precisarse que el documento digitalizado es copia fiel de su versión impresa, la cual corresponde a 
su original. […] 
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Evidencia criptográfica · Firma electrónica certificada 
Nombre del documento firmado: Acuerdo.docx 
Identificador de proceso de firma: 55745 

AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Evidencia criptográfica 

Firmante Nombre ANA MARGARITA RIOS FARJAT Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP RIFA730913MNLSRN08 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e000000000000000000000019d5 Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:50:07Z / 04/05/2021T22:50:07-05:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
7d 86 09 52 ea fb 37 80 da c7 ec bb 57 d5 9c 1b 36 2a fd dd 5f c7 b9 03 7a a5 5c 4a 63 1e ce bf e9 1e dc 57 63 95 32 87 3a 7c 0e e2 c5 e6 
da b3 f5 a4 4e 9d ed 2b 0e cf 11 33 84 a4 7b f9 79 f2 5f 04 67 33 c9 aa 20 62 6c fe 0b 28 8c 8e bc 94 ec 89 53 03 c3 dd 27 b5 a5 8c de 6f 
ce 93 29 01 a8 b3 93 f9 38 45 13 8a dd bc 95 d3 b8 2d 94 3b ed 3c 1e 32 66 1e 2b ec 1f bb 01 af ec 62 6f 50 40 97 37 65 cc db 07 a1 cf 5d 
4e 5e 2e 8a cb a5 12 bc 38 8e 40 b5 6f e7 fc aa 40 b4 7c 78 8a 9f 8b 97 49 4b 27 8c b7 6f 0e f2 f4 d1 7e 7d 11 a1 ca 9f 3a 8c 57 df 03 21 
57 fc c5 0f 7b a8 d8 a4 a0 68 49 c0 5c 86 81 d3 f7 08 5a e4 e2 61 37 13 59 d5 f5 0e 0a b5 46 59 33 49 1b 45 c5 06 47 66 86 2d 1c 84 d3 9f 
5f 9b 9b b2 d1 8e 74 ec b3 4a 69 ce 67 9b f3 58 02 28 45 a2 68 03 65 2d b0 61 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:50:07Z / 04/05/2021T22:50:07-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e000000000000000000000019d5 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:50:07Z / 04/05/2021T22:50:07-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 3802376 
Datos estampillados E019481DAE42BF3B0211E4A88E95821B0813584C42DCAD15311AC4958018E70F 

  

Firmante Nombre CARMINA CORTES RODRIGUEZ Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP CORC710405MDFRDR08 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e00000000000000000000001b62 Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:18:22Z / 04/05/2021T22:18:22-05:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
58 9a 08 a0 05 18 9f ff b5 60 df de 02 09 38 1e a9 12 43 6b 2c f0 26 88 1a 09 cb 3b ef e3 e6 c0 10 a4 97 a8 d2 33 d2 fb 02 db 84 43 ab bc 
46 b2 4d d5 b0 2d 17 69 d7 7a 7b b0 bb 91 65 d8 42 40 d2 0e ee ec 4e 14 2b de c3 2e 57 f6 1f 08 53 2c a3 86 5d 0b 5f a1 6f fc 9c 68 ea 87 
2e 7b 84 51 02 58 02 9a 5f a1 08 af bc c3 90 a3 23 04 48 28 15 10 bf d6 f2 76 f6 df 27 b3 62 89 c0 b8 42 b8 9c 04 04 3c 3b 38 b1 55 63 cf 
c0 62 06 1c 94 e8 ea 88 00 5c 1a 31 b3 96 40 c7 b0 1c e8 c5 d6 55 44 82 e7 ce d0 13 38 c8 1a b4 2d 16 62 94 5f a9 2f 50 65 92 28 ca d9 
d5 c3 25 f4 0e 62 ee cb ec 63 ab f3 0e ba bc a1 85 d8 d2 23 e6 8e f6 e7 86 92 fb 98 ba 43 5b 04 5c 0a 32 f1 16 a2 b4 e0 e6 e8 0f 0a e5 d7 
2e ce ad 7f 9e 2c 3f 83 3c 81 04 61 46 c7 5c 93 43 55 73 9e c7 17 6f 0e 53 c6 cb 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:18:22Z / 04/05/2021T22:18:22-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e00000000000000000000001b62 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 05/05/2021T03:18:22Z / 04/05/2021T22:18:22-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 3802330 
Datos estampillados 201C9B15209C9AB9E9ADEEF7B7062D098E91914CB4F93CE2AEEFF0E5B08E6991 

 

 
 
 
 
 


